Taller Regional Dirigido a Promover la Ratificación del Protocolo de Responsabilidad e Indemnización por Daños causados por los Movimientos Transfronterizos de Desechos Peligrosos y su Eliminación 

San Salvador, 28 de Junio al 1 de Julio de 2004

Cuestionario No. 1

Responsabilidad civil  

COSTA RICA  

1.-En caso de un accidente en su país durante un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos quién o quiénes serán responsables por el daño causado según la ley local: ¿el generador (aún cuando el generador este fuera del país) / el dueño / el transportista / el tratador / cualquier otra parte de la transacción?  

R/ 

En primera instancia la persona física o jurídica que haya mantenido en su poder los desechos que generaron el daño al momento de generarse éste.  Solidariamente todos las personas  que resulten correspondables. En este aspecto debe tomarse en cuenta que la participación en la reponsabilidad,  nace desde el mismo generador de los desechos  hasta la personas que decida la disposición final de ellos.

2. Qué tipos de daño están cubiertos en su ley local: ¿la lesión / pérdida de vida / daño a la propiedad / daño al ambiente / cualquier otro?  

R/ 

2.1:  EN TÉRMINOS GENERALES todos los citados,  a la luz de los numerales 1043 y 1045 del Código Civil. También Ley Orgánica del Ministerio de Ambiente y Energía. (Extracontractualmente), establece el concepto de  Daños al Ambiente en su artículos 98-99-106 y 111 

Al respecto establece el Código Civil :

Artículo 1043- Los hechos lícitos y voluntarios producen también, sin necesidad de convención, derechos y obligaciones civiles, en cuanto aprovechan o perjudican a terceras persona”

Artículo 1045- Todo aquel que por dolo, falta, negligencia o imprudencia, causa a otro un daño está obligado a repararlo junto con los perjuicios.

Por lo cual debe entenderse que cualquier daño ocasionado por un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos estaría cubierto por la ley nacional.

2.2:  Con respecto a este tema de responsabilidad, también se encuentra involucrado el Estado, pero sólo si la causa del daño ha sido como producto de su actividad. Podemos inferir entonces, que si el manejo de desechos es producto de una actividad de la Administración, ésta debe asumir responsabilidad frente a los daños por ella irrogada en perjuicio de terceros. Sobre este tema existe jurisprudencia creada por nuestros tribunales, así por ejemplo:  .

(Resolución 125-2000 Sección Primera del Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José a las once con cincuenta minutos del veintiséis de mayo del año dos mil).

La Ley General de la Administración Pública estableció un sistema de responsabilidad objetiva, que tiene a la base, no un concepto de dolo o culpa como el sistema de nuestro Código Civil, sino el daño. 

El elemento esencial que siempre ha de concurrir para que se derive responsabilidad, es la existencia de un daño, sea:  Un menoscabo de la esfera jurídica del perjudicado. 

De ahí que, el artículo 190 de dicha ley, establezca que la Administración responderá por todos los daños que cause su funcionamiento legítimo o ilegítimo, normal o anormal, salvo fuerza mayor, culpa de la víctima o hecho de un tercero. 

Si la responsabilidad deriva de actos lícitos o conducta normal, únicamente procede la indemnización del daño pero no la del lucro cesante (artículo 194 ibídem). 

El daño debe ser real en su existencia y cuantía conforme lo establece el artículo 196 de la Ley General de la Administración Pública, y existir un nexo de causalidad con el hecho que se dice es generado del daño. Esto es que exista un correlación de causa/ efecto entre uno y otro. 

En lo que aquí interesa, para que exista responsabilidad indemnizatoria del Estado, tiene que darse una relación de causalidad entre el daño y la actividad u omisión del cumplimiento de deberes de la Administración Pública (artículos 190, 191, 194 y 201 de la Ley General de la Administración Pública). 

Incluso, puede haber relación de causalidad entre un hecho y el daño ocasionado, aún cuando no sea posible individualizar al servidor autor del perjuicio. 

Precisamente las llamadas eximentes de responsabilidad, fuerza mayor, culpa de la víctima o hecho de un tercero, responden a la ruptura del nexo causal (artículo 190.1 de la Ley General de la Administración Pública).

2.3: Con relación al daño ambiental, en la Ley Orgánica del Ambiente, Ley N° 7554 del año de 1995 está  establecido:

ARTICULO 98.- Imputación por daño al ambiente 

El daño o contaminación al ambiente puede producirse por conductas de acción u omisión y les son imputables a todas las personas físicas o jurídicas que la realicen.

ARTICULO 99.- Sanciones administrativas

Ante la violación de las normativas de protección ambiental o ante conductas dañinas al ambiente claramente establecidas en esta ley, la Administración Pública aplicará las siguientes medidas protectoras y sanciones:

a) Advertencia mediante la notificación de que existe un reclamo.

b) Amonestación acorde con la gravedad de los hechos violatorios y una vez comprobados.

c) Ejecución de la garantía de cumplimiento, otorgada en la evaluación de impacto ambiental.

d) Restricciones, parciales o totales, u orden de paralización inmediata de los actos que originan la denuncia.

e) Clausura total o parcial, temporal o definitiva, de los actos o hechos que provocan la denuncia.

f) Cancelación parcial, total, permanente o temporal, de los permisos, las patentes, de los locales o las empresas que provocan la denuncia, el acto o el hecho contaminante o destructivo.

g) Imposición de obligaciones compensatorias o estabilizadoras del ambiente o la diversidad biológica.

h) Modificación o demolición de construcciones u obras que dañen el ambiente.

i) Alternativas de compensación de la sanción, como recibir cursos educativos oficiales en materia ambiental; además, trabajar en obras comunales en el área del ambiente.

Estas sanciones podrán imponerse a particulares o funcionarios públicos, por acciones u omisiones violatorias de las normas de esta ley, de otras disposiciones de protección ambiental o de la diversidad biológica.

ARTICULO 100.- Legislación aplicable
La legislación penal, el Código Penal y las leyes especiales establecerán las figuras delictivas correspondientes para proteger el ambiente y la diversidad biológica. 

ARTICULO 101.- Responsabilidad de los infractores
Sin perjuicio de las responsabilidades de otra naturaleza que les puedan resultar como partícipes en cualquiera de sus formas, los causantes de las infracciones a la presente ley o a las que regulan la protección del ambiente y la diversidad biológica, sean personas físicas o jurídicas, serán civil y solidariamente responsables por los daños y perjuicios causados. 

Solidariamente, también responderán los titulares de las empresas o las actividades donde se causen los daños, ya sea por acción o por omisión. 

Igual responsabilidad corresponderá a los profesionales y los funcionarios públicos que suscriban una evaluación de impacto ambiental contra las disposiciones legales o las normas técnicas imperantes o no den el seguimiento debido al proceso, originando un daño al ambiente o a la diversidad biológica.

ARTICULO 103.- Creación del Tribunal Ambiental Administrativo

Se crea un Tribunal Ambiental Administrativo, con sede en San José y competencia en todo el territorio nacional. Será un órgano desconcentrado del Ministerio del Ambiente y Energía, con competencia exclusiva e independencia funcional en el desempeño de sus atribuciones. Sus fallos agotan la vía administrativa y sus resoluciones serán de acatamiento estricto y obligatorio.

ARTICULO 111.- Competencia del Tribunal
El Tribunal Ambiental Administrativo será competente para:

a) Conocer y resolver, en sede administrativa, las denuncias establecidas contra todas las personas, públicas o privadas, por violaciones a la legislación tutelar del ambiente y los recursos naturales.

b) Conocer, tramitar y resolver, de oficio o a instancia de parte, las denuncias referentes a comportamientos activos y omisos que violen o amenacen violar las normas de la legislación tutelar del ambiente y los recursos naturales.

c) Establecer, en vía administrativa, las indemnizaciones que puedan originarse en relación con los daños producidos por violaciones de la legislación tutelar del ambiente y los recursos naturales. 

d) Las resoluciones del Tribunal Ambiental Administrativo serán irrecurribles y darán por agotada la vía administrativa.

3. Cuál o cuáles son los organismos que se ocupa de la aplicación de la responsabilidad en su país: ¿cortes nacionales / autoridades de aplicación que regulan salud y seguridad y/o materias medioambientales / cualquier otro?  

3.1: En Costa Rica son las Cortes Nacionales las que determinan la responsabilidad civil o la responsabilidad penal.

3.2: El Tribunal Ambiental Administrativo,  que es un órgano de desconcentración máxima del Ministerio de Ambiente y Energía, determina la responsabilidad del daño en materia ambiental dando por agotada la vía administrativa. 

3.3: Se debe aclarar que existe la posibilidad de establecer sanciones administrativas también por parte del Ministerio de Salud.

4. Cuál es la naturaleza jurídica de responsabilidad en su país: responsabilidad objetiva / responsabilidad culposa?  

R/

4.1: Ambas responsabilidades están contempladas en nuestra legislación, entendiendo la responsabilidad objetiva como aquella derivada de la acción y omisión licita o normal del accionar de la persona física o jurídica, publica o privada, que se revierte en un daño o perjuicio contra la persona, sus bienes o sus expectativas de obtención de bienes o ganancias. 

4.2: La responsabilidad culposa que se origina cuando existe el dolo, falta, negligencia o imprudencia o impericia por parte del actuante u omiso, con lo que es ocasionado un daño o perjuicio contra la persona, sus bienes o sus expectativas de obtención de bienes o ganancias. 

4.3: Establece la legislación penal de Costa Rica que para que exista  responsabilidad penal, la conducta debe ser típica, antijurídica y culpable.

Para que exista responsabilidad civil los elementos citados no necesariamente deben existir, sino que es suficiente la verificación real de un daño, sea:  un menoscabo en la esfera jurídica del perjudicado, sea en la esfera de las personas o del ambiente (bienes patrimoniales, salud, ambiente). 

Al efecto la jurisprudencia ha establecido:

Esta responsabilidad, no nace del incumplimiento de un vínculo determinado, sino a raíz de la violación del deber general de no dañar a los otros.  "Todo aquel que por dolo, falta, negligencia o imprudencia causa a otro un daño, está obligado a repararlo junto con los perjuicios". 

Para que exista responsabilidad civil, contractual, es requisito indispensable la existencia de un nexo causal, directo, eficiente o adecuado, entre la conducta del sujeto al que se le pretende atribuir la responsabilidad, y el daño causado. 

Aún en la responsabilidad civil objetiva debe existir un nexo causal entre la actividad riesgosa puesta en marcha por el agente, y el daño ocasionado. 

El artículo 704 del Código Civil, en materia de daño contractual, dispone expresamente que "en la indemnización de daños y perjuicios sólo se comprenderán los que, como consecuencia inmediata y directa de la falta de cumplimiento de la obligación se hayan causado o deban necesariamente causarse". 

La causa debe ser directa e inmediata en relación con el daño producido. 

La Sala de Casación, en sentencia Nº 29 de las 15,40 horas del 25 de marzo de 1958, estableció que "Los daños y perjuicios ... deben ser una consecuencia inmediata y directa ...". 

En otro fallo más reciente, la Sala expresó:

 "La naturaleza del reclamo no constituye daños y perjuicios inmediatos y directos conforme lo pide el artículo 704 del Código Civil ... En efecto, la posible ganancia que pudiera haber obtenido la compañía demandada con la venta del terreno en el predio vecino, constituye un hecho indirecto no indemnizable sin ninguna relación de causalidad directa con el acto productor del daño" (sentencia Nº 35 de las 14,10 horas del 22 de abril de 1970). 

Este principio, en defecto de norma expresa, es de aplicación también a la materia extracontractual. Así lo consideró la Sala en la sentencia de las 15,15 horas del 10 de julio de 1970, al decir que "los daños y perjuicios que pueden reclamarse con base en el artículo 1045 del Código Civil, son los que sean una consecuencia directa e inmediata, es decir pueden haberse producido única y exclusivamente por haberse llevado a cabo los hechos que los motivaron". 

Aún en los casos de responsabilidad civil objetiva deberá existir una causalidad adecuada, pero en este caso entre la puesta en marcha de una actividad peligrosa y el daño. (Resolución N° 354 de la Sala Primera de las diez horas del catorce de diciembre del año mil novecientos noventa).

5. Existe algún límite temporal en materia de responsabilidad en su país?  

R/

En nuestro país, el Derecho de acción prescribe, en razón del principio de seguridad jurídica, por lo que la responsabilidad civil tiene un límite de diez años, de conformidad con el artículo 868 del Código Civil.

6. Existen límites financieros en materia de responsabilidad?  

R/

Con relación a este punto se debe establecer que en nuestra legislación no existen límites financieros en materia de responsabilidad, estos montos están sujetos a la valoración que realice el órgano competente, sea un juez o un tribunal en vía judicial o administrativa. 

7. Existe algún seguro que cubra alguno o todos los incidentes y/o daños contemplados por el Protocolo?   

R/

Únicamente existen los seguros exigidos a las personas y agentes responsables de los movimientos transfronterizos. Esto es,  solo existen los seguros internacionales que acompañan al desecho que sale con los seguros del país de origen. 

Es oportuno mencionar, que para las autorizaciones de movimientos transfrenterizos de desechos peligros desde el territorio nacional el Ministerio de Salud la autorización de los movimientos transfronterizos de nuestro país debe cumplir con la presentación del seguro correspondiente, garantía financiera y declaración jurada de que los desechos no pueden tratarse en el país de origen o en el nuestro.

8. Tiene identificado algún vacío en su legislación en materia de responsabilidad que podría llevar a casos dónde el daño causado por accidentes no sea cubierto?  

R/

En nuestro caso no existe vacío alguno en relación a las normas establecidas al efecto. La responsabilidad por acciones u omisiones voluntarias están cubiertas por el numeral 1045 del Código Civil a nivel interno. 

Pensamos que el Convenio de Basilea debería establecer  regulaciones que puedan ser aplicada para apoyar una acción de cobro por daños con cargo a una garantía aportada por una persona física o jurídica  extranjera.

Actualmente, en caso de litis,  se debe recurrir a los medios establecidos por el Derecho Internacional

9. Tiene su país algún acuerdo regional o bilateral con respecto a responsabilidad en relación con los accidentes durante un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos? En ese caso, por favor proporcione información.

R/

A la fecha no existe ninguno tipo de acuerdo con relación a la responsabilidad emergente de movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y otros desechos. 

